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			El futuro está aquí. (Introducción al análisis de los impactos de la reforma)


			Velia Cecilia Bobes 

			El 17 de diciembre de 2014 se hizo pública la noticia de que los gobiernos de Cuba y Estados Unidos iniciarían conversaciones para restablecer las relaciones diplomáticas entre ambos países y así avanzar hacia una “normalización” de las mismas. Este hecho histórico viene a romper la lógica de enfrentamiento y conflicto que ha prevalecido durante más de cincuenta años en las relaciones de Cuba con su vecino más próximo, por lo que conviene analizar a fondo el escenario en que se produce el acercamiento.

			Muchos son los factores que han cambiado desde que inició el diferendo entre los dos gobiernos: en la coyuntura internacional la desaparición de la URSS y del campo socialista marcaron el final de la Guerra Fría; mientras en América Latina hoy conviven gobiernos democráticos tanto de derecha como de centro e  izquierda, que buscan no sólo coexistir pacíficamente, sino establecer mecanismos de integración que potencien la cooperación por encima de las diferencias y donde la exclusión de Cuba es vista como un anacronismo totalmente inoperante.

			Desde el punto de vista bilateral, el gobierno de los Estados Unidos ha reconocido el fracaso de su política hacia Cuba y se dice dispuesto a buscar nuevos modos de ayudar al empoderamiento de la sociedad civil cubana, a través de la flexibilización de un conjunto de medidas restrictivas contenidas en la ley del embargo y ha propuesto aumentar los viajes de ciudadanos estadounidenses a Cuba (y el uso de sus tarjetas de crédito y débito), eliminar los límites a los envíos de remesas, elevar el flujo de información y de comercio, facilitar las transacciones financieras, y potenciar las tecnologías de la comunicación.

			Es bueno remarcar que entre los objetivos de estas medidas —declarados por el presidente Obama en su discurso de anuncio de la nueva política hacia Cuba— ocupa un lugar destacado el fortalecimiento del sector privado emergente surgido en el marco de “las reformas [que ha hecho Cuba] para abrir gradualmente su economía”, por esta razón, las medidas de cambio y actualización de la reforma constituyen la base mínima para la fundamentación del cambio en la relación bilateral, ya que sin ellas no sería posible implementarlas.

			El nuevo modelo de actualización del socialismo emprendido por el gobierno cubano, representa una transformación del escenario interno que contrasta con la situación en que inició el diferendo entre los dos países. Mientras que, al inicio de la década de los sesenta, la ruptura de relaciones diplomáticas y las primeras medidas del embargo se plantearon como respuesta a los procesos masivos de nacionalización de las grandes empresas estadounidenses y estatalización de las cubanas, con la reforma de Raúl Castro inicia un proceso de desestatalización de la economía que incluye también la promulgación de nuevas  leyes de inversión extranjera que posibilitan y legitiman la “desnacionalización” de algunos sectores de la economía estatal. Esto implica grandes cambios, no solamente en la esfera de la economía, sino también sociales, ideológicos y políticos, y por lo tanto se muestran (en su  conjunto) como un acontecimiento crucial que puede definir el futuro de Cuba en más de un aspecto.

			El libro que presentamos aquí ofrece elementos para entender el contexto interno del proceso de normalización de las relaciones diplomáticas entre los dos países y su nueva propuesta de convivencia en la diferencia, ya que nuestro trabajo busca analizar y comprender el alcance de los cambios internos que genera la reforma en las diferentes dimensiones y dinámicas de la sociedad cubana. 

			El inicio de este proceso de transformación puede ubicarse en el 31 de julio de 2006, cuando, debido a una grave enfermedad, Fidel Castro transfirió (provisionalmente) el poder a su hermano Raúl, designando además expresamente a un grupo de altos funcionarios para dar seguimiento a ciertos planes priorizados; circunstancia que generó una renovada expectativa acerca del fin del inmovilismo y el inicio del período del cambio para el sistema cubano. En esos momentos, la interrogante principal refería a las posibilidades de permanencia o cambio del statu quo y la mayor incertidumbre apuntaba hacia las condiciones y los modos en que una eventual transformación se produciría. Hoy, transcurrida ya casi una década, la reforma que se ha puesto en marcha permite responder ambas cuestiones. 

			Debido a que esta reforma incluye la expansión del sector privado y del mercado, así como de la inversión extranjera y un nuevo modelo de gestión empresarial, junto con mínimos cambios en la organización política y un nuevo contexto migratorio, la reforma en curso ha sido considerada por diversos analistas como la más importante y profunda que ha tenido lugar en  más de medio siglo de revolución. Por ello no es casual que el proceso de “actualización del socialismo” que se está llevando a cabo despierte multiplicidad de opiniones y análisis tanto dentro como fuera de Cuba; unos señalan la lentitud y limitaciones de las medidas económicas, otros cuestionan su cautela e inmovilismo en lo político; algunos llaman a detenerlas y otros a acelerarlas, pero todos coinciden en que el proceso actual está transformando al país. 

			Para analizar y comprender los impactos de estas reformas sobre las diferentes dimensiones y dinámicas de la sociedad cubana, no sólo es necesario describir el estado actual del proceso, sino avanzar hacia una reflexión que permita entender sus repercusiones en la economía, la política, la sociedad y la cultura. Es por ello que el libro está compuesto por cinco capítulos que de manera independiente, pero no desconectada, avanzan en el análisis de las diferentes dimensiones. Para su realización he convocado a un grupo de prestigiosos académicos a elaborar contribuciones específicas sobre los impactos de la reforma en sus diferentes áreas de expertisse. De manera que, aunque cada capítulo se dedica a una esfera o dimensión específica, el texto aspira a aportar una reflexión conjunta desde una perspectiva plural (temática y disciplinariamente) al análisis y discusión de los cambios recientes en Cuba, sus alcances, características y efectos.

			Un poco de historia

			Reformar significa —según el diccionario de la RAE— cambiar e innovar, pero también  arreglar, enmendar y corregir. En el caso específico de la reforma “raulista”, no sólo es importante preguntarse en qué consiste tal “reforma” y cuáles son sus tramas principales para así comprender hacia dónde apuntan las modificaciones, sino conviene también precisar cuál es su punto de partida, para esclarecer qué es lo que está siendo corregido, transformado y renovado.

			Los antecedentes del proceso actual se ubican en la profunda crisis económica que siguió a la caída del Muro de Berlín y a la desaparición del llamado campo socialista y en el conjunto de medidas de ajuste con que se intentó hacerle frente. A principios de la década de 1990, el gobierno cubano declaró el inicio del “Período Especial en Tiempos de Paz” y emprendió una primera reestructuración económica que condujo a un tímido acercamiento al mercado, con mínimos cambios políticos. Esta reestructuración económica incluyó la aceptación y promoción de la inversión extranjera (mixta y de capital privado) en diversos sectores; la legalización del trabajo por cuenta propia y la tenencia de divisas; la apertura del mercado interno; la cooperativización masiva de la producción agropecuaria; la racionalización del aparato estatal con reducción de puestos de trabajo, y la política fiscal. 

			En 1991, el Llamamiento al IV Congreso del Partido Comunista de Cuba convocó a un debate público de las líneas principales que habrían de seguir la política y la economía del país para los cinco años siguientes. En asambleas de trabajadores y vecinos se recogieron las opiniones de la población, y se pudo constatar una demanda social extendida sobre la necesidad de ampliar la democracia y la representatividad de los poderes populares y los mecanismos de sufragio. El congreso terminó sugiriendo a la Asamblea que elaborara una propuesta de reforma y, en 1992, la Asamblea Nacional aprobó lo que sería el cambio institucional más profundo desde su implantación en 1976, la Reforma Constitucional y la nueva Ley Electoral.

			El nuevo texto constitucional  modificó los artículos 1 y 3 que redefinían las bases del Estado; definió al Partido Comunista de Cuba (PCC) como martiano y marxista-leninista, vanguardia de la nación cubana y fuerza dirigente de la sociedad y el Estado. De igual modo, suprimió los principios de unidad de poderes y centralismo democrático (Art. 68: 24); eliminó el de ateísmo científico en la enseñanza y excluyó la “punibilidad de oponer la fe religiosa a la Revolución”; reformuló la propiedad socialista como la “propiedad de todo el pueblo sobre los medios fundamentales de producción” (Art. 14: 12, el subrayado es mío); y reconoció la pequeña propiedad privada y la posibilidad de que la propiedad estatal pueda ser transmitida a personas naturales o jurídicas (Art. 15)[1] (Constitución de Cuba, 1992).

			Estos cambios generaron modificaciones en el orden institucional como la eliminación de los Comités Ejecutivos de las asambleas municipales y provinciales del Poder Popular que fueron sustituidos por unos Consejos de Administración, y el otorgamiento del reconocimiento legal a los Consejos Populares. Por su parte, la reforma electoral permitió la elección directa de los delegados provinciales y de los diputados a la Asamblea Nacional,[2] pero a través de candidaturas cerradas (tanto nombres, como puestos). Estas acciones ampliaron la inclusión ciudadana ya que, tanto la extensión de la definición del Estado (de la clase obrera a la nación) como el reconocimiento de los religiosos (y la eliminación de las restricciones para su ingreso al PCC y al ejercicio de cualquier profesión), trajeron una ciudadanía más inclusiva. Por otra parte, más allá de los cambios constitucionales,  disminuyó el rechazo a los homosexuales y se abrió paso una política de tolerancia a la diversidad en las preferencias sexuales. No obstante, otras modificaciones como las leyes de Protección de la Independencia Nacional y la Economía de Cuba (ley 88 de 1991, creada para tipificar y sancionar actos de “colaboración con el bloqueo y la ley Helms Burton”) y de Reforma Constitucional (2002), que refrenda la irrevocabilidad constitucional del socialismo (adición de un  párrafo al Art. 3 de la Constitución de 1992), fueron candados a la posibilidad de liberalización del sistema político.

			El resto de los cambios constitucionales se destinaron a legalizar las medidas de ajuste económico; entre ellos la reforma a los Arts. 14 y 15 respecto a la definición de la propiedad socialista como la propiedad sobre los medios fundamentales de producción (Art. 14), la adición de una salvedad en cuanto a que los bienes del Estado socialista “no pueden transmitirse en propiedad a personas naturales o jurídicas, salvo los casos excepcionales en que la transmisión parcial o total de algún objetivo económico se destine a los fines del desarrollo del país y no afecten los fundamentos políticos, sociales y económicos del Estado” (Art. 15, el subrayado es mío); y la incorporación del Art. 23 que reconoce las empresas mixtas y sus propiedades concediendo respaldo legal a las inversiones extranjeras, uno de los pilares del proyecto económico de ajuste del llamado Período Especial. Por último, la aprobación de la ley que regula el Trabajo por Cuenta Propia, amparada por el Art. 21 (derechos sobre  los medios e instrumentos de trabajo personal y familiar), dejó abierto el curso para la legalización de esta modalidad de empleo que se ha convertido en uno de los pivotes de la reforma actual. 

			Como consecuencias sociales (“no esperadas”) de estos cambios en la legislación y la aplicación de las medias de ajuste económico, se produjo una pluralización de la sociedad civil y  la aparición de zonas de “relativa autonomía” dentro de ella. A partir de los noventa puede decirse que se produce un renacer de la sociedad civil cubana, ya que, junto a las organizaciones “oficiales”, surgieron asociaciones más autónomas que han estado operando en la escena cubana con mayor o menor grado de tolerancia por parte del Estado. Entre ellas se encuentran organizaciones no gubernamentales dedicadas a la investigación, a la educación popular y a otros temas; asociaciones comunitarias y barriales; organizaciones laicas vinculadas a las Iglesias y los cultos religiosos; pequeños grupos disidentes de derechos humanos, de familiares de presos políticos; y asociaciones de periodistas independientes (hostigados y perseguidos permanentemente por el gobierno).  Tanto este aumento de la pluralidad social como el discurso legitimador de la reforma constitucional (marco legal del Período Especial) implicaban un reacomodo del consenso. Por una parte, la diversificación social significaba un reto a la definición del “pueblo” que había sido la base de la integración y la cohesión sociales; por la otra, el llamado a “salvar la Patria, la Revolución y el Socialismo” (en ese orden) replanteaba los logros revolucionarios en una versión restringida a las conquistas mínimas de la educación, la salud y la seguridad social, lo que contrasta con la idea de la construcción de un futuro mejor que había legitimado la adhesión en las décadas anteriores. 

			En suma, lo que me interesa destacar es que, si bien la reforma actual es la de mayor calado y profundidad de las realizadas en las últimas cinco décadas, durante los años que preceden la llegada al poder de Raúl Castro, tuvieron lugar importantes modificaciones tanto en la estrategia económica como en el ámbito político institucional.[3] Como veremos a continuación, la mayor parte de los cambios políticos y constitucionales necesarios para dar legalidad al proceso de actualización del socialismo y a la reforma económica que está hoy en curso, ocurrieron durante la década de los noventa y los primeros años del siglo XXI, por lo que la reforma actual no ha precisado de grandes cambios institucionales.

			Las reformas de Raúl. (El plan de este libro)

			Casi un año después de que se diera a conocer la proclama que anunciaba la enfermedad de Fidel Castro y la delegación (provisional) del poder a su hermano, en la celebración oficial del 54 aniversario del asalto al cuartel Moncada, Raúl Castro expuso una autocrítica radiografía de Cuba destacando los principales problemas que preocupaban a la población: la alimentación, los salarios, la baja productividad, y la producción agrícola e industrial, y advirtió que para resolverlos habría que implementar “cambios estructurales y de concepto”. Éstos se han ido transformando en realidad a través de una nueva estrategia que propone no ya “salvar la patria y el socialismo” sino rehacer un nuevo modelo de socialismo más eficiente y viable. 

			Haciendo un balance de lo ocurrido, desde el punto de vista de la gobernabilidad, la reacción de la sociedad cubana a la enfermedad del mandatario y a la transferencia del mando fue de una sorprendente tranquilidad, por lo que el cambio de gobernante no fue acompañado de turbulencias o cismas que pusieran en riesgo el control y la autoridad. Sin mayores sobresaltos (y recalcando la continuidad de su liderazgo con el proyecto de la revolución socialista y la figura de Fidel Castro), el traspaso provisional se legitimó y se tornó definitivo en 2008 cuando Raúl Castro fue nombrado Presidente del Consejo de Estado y de Ministros por los diputados de la Asamblea Nacional del Poder Popular. A partir de ese momento, el nuevo gobernante sustituyó a algunas de las figuras principales del gabinete de su antecesor y abrió paso a la cúpula del gobierno a algunos militares de alto rango; eliminó planes centralizados (creados y promovidos por Fidel Castro), como los de la “Batalla de Ideas” (cuyos diversos programas fueron transferidos a los organismos inversionistas del Estado y sus dirigentes cesados de sus cargos), y emprendió la reorganización del aparato estatal, el impulso al perfeccionamiento empresarial (inspirado en la experiencia estimulada por él en las Fuerzas Armadas), el llamado al debate crítico y la lucha contra la corrupción y la indisciplina laboral. 

			La estrategia económica del sucesor comienza a tomar forma en 2008 con una  convocatoria a discutir en torno a las formas de propiedad, y la adopción de algunas medidas económicas como la entrega de tierras en usufructo, la reforma de las pensiones, la autorización a que los cubanos accedieran a los hoteles, compraran celulares y equipos de cómputo, y la reducción de algunos servicios sociales. Esta estrategia fue refrendada en los “Lineamientos de la Política Económica y Social del Partido y la Revolución” (La Habana: VI Congreso del Partido Comunista de Cuba 2010) (una propuesta de “actualización del modelo” sin abandonar el socialismo), antesala del VI Congreso del PCC. El documento fue discutido en asambleas de las organizaciones de masas, y sus planteamientos se recogieron en la versión aprobada en el Congreso (2011). La nueva estrategia instruía: priorizar el crecimiento económico, aumentar la descentralización estatal, ampliar las formas de propiedad no estatal (y estimular el “cuentapropismo”),[4] transformar la producción agropecuaria, eliminar “gratuidades indebidas”, y racionalizar subsidios y seguridad social.

			En el primer capítulo de este libro, Carmelo Mesa-Lago analiza pormenorizadamente las diversas medidas económicas y evalúa sus efectos macro y micro. Según su propuesta, las nuevas disposiciones de la “actualización económica” pueden clasificarse en cambios administrativos, reformas no estructurales y reformas estructurales. Estas últimas son las que constituyen el cuerpo de la reforma de Raúl y abarcan desde  la eliminación de prohibiciones (acceso a hoteles, compra de celulares, etc.); la revisión de mecanismos de relación entre productores privados y el Estado; modificaciones en los sistemas salarial y de pensiones, hasta cambios mayores en la distribución de la tierra, el empleo, el comercio y la propiedad.

			Para Mesa-Lago, las reformas estructurales orientadas al mercado son generalmente positivas y constituyen la estrategia de cambio más importante que ha tomado el Estado desde 1959. A pesar de ello, existen obstáculos y trabas que atemperan sus necesarios efectos; en este sentido, a lo largo de su texto, el autor analiza con detalle las diversas reformas estructurales con sus avances y obstáculos, subrayando el rezago que muestran respecto de las chino-vietnamitas. Ya que los modelos reformistas de China y Vietnam[5] constituyen el paradigma más conocido de transformaciones exitosas en economías centralizadas de corte comunista (semejantes a Cuba), esta evaluación de las reformas no sólo profundiza en las peculiaridades del caso cubano sino que permite entenderlas en una clave comparativa que enriquece la explicación.

			Aunque la gran mayoría de las nuevas disposiciones incumben a la esfera económica, también la reforma ha incluido algunas modificaciones en otros ámbitos. En el capítulo 2, Armando Chaguaceda y Marie Laure Geoffray discuten en profundidad sobre las transformaciones del modelo político, subrayando tanto el alcance como los límites de los cambios y señalando su relación con los procesos sucesorios del grupo dirigente y su compromiso con la consolidación de un modelo de gobernabilidad estadocéntrico. Entre las innovaciones analizadas se encuentran: a) “la decisión de limitar a un máximo de dos períodos consecutivos de cinco años, el desempeño de los cargos políticos y estatales principales” (Raúl Castro, en el discurso de clausura de la Primera Conferencia del PCC, 29 de enero de 2012), a cuyo efecto se promoverían los cambios necesarios (constitucionales y de los Estatutos del Partido); y b) la reorganización territorial (2012), que modifica la división político-administrativa con la creación de dos nuevas provincias (la división de La Habana en Artemisa y Mayabeque).

			La otra innovación no económica de importancia se produjo en el ámbito migratorio. En julio de 2011, durante las sesiones de la Asamblea Nacional del Poder Popular, el presidente Raúl Castro anunció que el gobierno, consciente de los cambios ocurridos en la comunidad emigrada y como una contribución al incremento de vínculos entre la nación y su emigración,[6] estaba trabajando en la “actualización de la política migratoria vigente”. Esta intención se concretó con la publicación del Decreto Ley del Consejo de Estado que modifica la Ley de Migración y otras normas complementarias (octubre de 2012), cuya entrada en vigor ocurrió en enero de 2013.

			La nueva legislación migratoria constituye un paso de avance en cuanto a las libertades individuales ya que elimina el Permiso de Salida para los viajes al exterior y la Carta de Invitación, lo que concede a los cubanos, por primera vez en medio siglo, salir de su país sin otro requisito que la presentación de un pasaporte (por lo que abarata costos y reduce el control y las restricciones); también deroga la confiscación de bienes, autoriza los viajes de menores de edad, aumenta el tiempo de permanencia en el exterior, y flexibiliza las condiciones para la entrada de los cubanos residentes en el exterior (aumenta el tiempo de permanencia en Cuba y establece la posibilidad de que los emigrados soliciten autorización para volver a residir en Cuba).[7] Estas nuevas condiciones legales de la migración colocan a la comunidad residente en el exterior en una posición diferente tanto respecto a su interlocución con el gobierno cubano como a su posición en el diferendo de larga data que enfrenta a los gobiernos de Cuba y Estados Unidos. A este peculiar efecto de la “actualización del modelo” dedica su reflexión Haroldo Dilla, en su capítulo dedicado a los usos políticos de la migración cubana.

			La importancia de esta ley dentro del modelo de “actualización del socialismo” no puede comprenderse cabalmente sin tener en cuenta su sinergia con las medidas económicas y el contexto general de la migración en el mundo actual, donde prevalece una tendencia de los Estados expulsores no sólo a la inclusión sino a la creación de incentivos para potenciar las contribuciones de sus migrantes a las economías domésticas. En este sentido, la expansión del sector privado que impulsa la reforma económica, abre una brecha para la entrada de la iniciativa y la participación de la diáspora en el nuevo sector empresarial.

			Aunque el balance de los cambios efectuados hasta ahora apunta a un sesgo a favor de transformaciones económicas sin grandes cambios en el modelo político, es evidente que a pesar de la ausencia de un proceso de cambio político y de la irrevocabilidad constitucional del socialismo, los impactos sociales de las diversas medias económicas están suscitando una reconfiguración de la sociedad cubana cuya naturaleza puede tener consecuencias políticas. En el capítulo 4 de este libro, discuto extensamente los cambios en la estructura social en relación con la expansión del sector no estatal y el auge de formas de propiedad no estatal; las disparidades de consumo e ingresos que están generando no sólo un aumento de la desigualdad y la pobreza sino el surgimiento de grupos sociales diferenciados (algunos de los cuales viven sus vidas al margen del sistema); así como los nuevos principios de relación entre sociedad y Estado. 

			De este análisis puede concluirse que los retos principales que ha de asumir el gobierno en el futuro cercano se encuentran localizados en el ámbito de la sociedad. De ellos, el más importante dimana de la desconexión entre la continuidad del modelo político y sus fundamentos de legitimación y la nueva realidad de una sociedad diversa, reestratificada y reinstituida simbólicamente. Ya que la principal fuente de apoyo de que ha gozado el régimen ha resultado de una redistribución igualitaria que hoy se está viniendo abajo; el sistema político se vuelve más vulnerable.

			De hecho, el aumento de la complejidad social y la pluralidad cultural conforma una base para la constitución de actores diferenciados que podrían impulsar transformaciones de mayor envergadura. En el último capítulo de este libro, Rafael Rojas analiza el surgimiento de diversos proyectos de reforma constitucional y cambio institucional tanto en la sociedad civil como en el campo intelectual cubano, subrayando las implicaciones de esta acumulación de expectativas que, sin embargo, no se traducen en cambios reales.

			Finalmente, es bueno insistir en que el trabajo que se presenta aquí no pretende agotar el análisis de todas las aristas del proceso de “actualización del socialismo” que tiene lugar hoy en Cuba, sino sólo señalar algunos de sus impactos más sobresalientes. Pienso que su relevancia estriba en que se centra en los hechos y sigue de manera factual los pasos de la reforma a través de estudios especializados en las diversas dimensiones. Por otra parte, el nuevo escenario de normalización de las relaciones con los Estados Unidos, abre nuevas interrogantes y aristas para el análisis, ya que es de preverse que sin los obstáculos que impone el clima hostil en las relaciones bilaterales, la reforma económica podría afianzarse y radicalizarse e impulsar otras modificaciones; no obstante, este es un proceso en curso cuyos resultados aún están por verse. Vale la pena entonces comprender primero las repercusiones actuales de la reforma para poder precisar el contexto real que constituye el punto de partida para esos cambios posteriores.

			 Aunque no es tarea de los trabajos académicos vaticinar el futuro, el análisis ponderado de la reforma que el lector encontrará en estas páginas, puede contribuir a visualizar algunas emergencias instituyentes de una modificación mayor. Vistos en una perspectiva procesual de largo plazo, nuestros análisis de la reforma permiten afirmar que, a pesar de las muestras de estabilidad que ha dado el poder, la actualización “raulista” constituye en sí misma una crítica a lo hecho,  no sólo durante el Período Especial, sino a una buena parte de las políticas sociales, económicas y culturales de la Revolución, por ello no resulta tan descabellado afirmar que el futuro ya llegó. 
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			1. Las reformas estructurales de Raúl Castro: análisis y evaluación de sus efectos macro y micro[1] 

			Carmelo Mesa-Lago

			Introducción

			Las reformas implementadas por Raúl Castro desde 2007 son numerosas (algunas publicaciones oficiales citan más de trescientas), de diverso tipo y continúan al tiempo de terminar este capítulo. Debido a ello y por limitaciones de espacio, no es posible aquí emprender un análisis integral y profundo de todas las reformas y sus efectos, por lo que hay que seleccionar las estructurales más importantes y resumirlas.[2] El capítulo se divide en cuatro partes: 1) las reformas de Raúl, sus causas y tipos; 2) análisis de los avances y obstáculos de las principales reformas estructurales; 3) evaluación de los efectos macro y micro de las reformas; y 4) conclusiones. 

			Las reformas de Raúl Castro, sus causas y tipos

			Desde su toma del poder en agosto de 2006, Raúl Castro ha implementado una serie de reformas de diversa naturaleza, pero las más importantes son las calificadas por él como estructurales porque modifican algunos aspectos del sistema en distinta forma y magnitud. Con el propósito de refinar el análisis hay que identificar cuatro aspectos, aunque interrelacionados, de las reformas estructurales: a) son las más importantes tomadas bajo la revolución y se orientan al mercado (pero rezagadas respecto de las sino-vietnamitas); b) pese a sus avances, están obstaculizadas por restricciones y desincentivos que impiden obtener efectos substanciales; c) varias reformas clave todavía están pendientes, y d) no han tenido efectos sustanciales, especialmente a nivel macro. Existe cierto consenso académico dentro y fuera de Cuba sobre estos puntos, aunque hay opiniones discordantes. 

			Causas de las reformas

			Los serios problemas económico-sociales acumulados en casi medio siglo de revolución, bajo Fidel Castro, han causado las reformas: un sistema socialista de plan centralizado, ciclos de política económica hacia y contra el mercado, enorme predominio de la propiedad estatal de los medios de producción (excepto un porcentaje exiguo), y múltiples ineficiencias.

			Estas fallas sistémicas generaron un cúmulo de problemas: 1) desaceleración del crecimiento desde 2008 (Cuba tuvo la menor tasa de crecimiento del PIB en América Latina en 2011, y fue la sexta, en 2012 y 2013); 2) la formación de capital fijo cayó de 25 a 9% en el período 1989-2012; 3) la producción industrial en 2012 era 52% menor que en 1989; 4) la producción azucarera menguó de 8 a 1.4 millones de toneladas; 5) la producción agrícola en 2012 era inferior a la de 1989; 6) la producción de petróleo, gas y níquel era superior varias veces a la de 1989, pero se estancó desde 2006-2008; 7) el número de turistas y el ingreso bruto por turismo, en 2012, estaba varias veces por encima de lo registrado en 1989, pero la tasa de ocupación de las camas hoteleras cayó de 64 a 54%; 8) el déficit en la balanza comercial de bienes alcanzó el récord de 10 600 millones de dólares en 2008 y, aunque después bajó, era todavía de 8224 millones en 2012, el segundo mayor en la historia; 9) la deuda externa total se triplicó y pasó de 6165 a 21 025 millones en 1989-2011; 10) la ayuda económica y el comercio con Venezuela era cercana a 13 000 millones de dólares en 2010, equivalente a 21% del PIB, similar a la dependencia con la URSS, aunque sin ajustar el dólar a la inflación; 11) el salario real declinó en 72% entre 1989 y 2012; 12) los servicios sociales tomaban 55% del presupuesto y 37% del PIB, pero mostraban un deterioro creciente; 13) había alrededor de 1.8 millones de trabajadores estatales innecesarios; y 14) el déficit de vivienda rondaba en un millón de unidades (ONEI, 2012, 2013, 2014; CEPAL, 2013; Mesa-Lago, y Pérez-López, 2013).

			Tipos de reformas

			El 26 de julio de 2007, Raúl Castro anunció “reformas estructurales y de concepto” y, a partir de 2007-2008, ha implementado otras numerosas de varios tipos e importancia; se observa más intensidad en la aprobación de las de mayor magnitud desde 2011-2012. Seguidamente se distinguen tres tipos de reformas, que van desde las más simples y menos importantes a las más complejas y trascendentes. 

			 a)	Cambios administrativos. Éstos se asemejan a reformas anteriores y no cambian en forma alguna el sistema; por ejemplo: la reorganización de entidades estatales (2007-); el perfeccionamiento empresarial (2006-); la campaña contra la indisciplina laboral y la corrupción (2006-), y cierta apertura a la crítica (2007-). 

			 b)	Reformas no estructurales. Aunque éstas son de más importancia no implican cambios en el sistema. Entre este tipo de reformas se encuentran: el acceso de los cubanos a hoteles y restaurantes antes reservados para los turistas extranjeros (2008); el pago de deudas del acopio[3] a los campesinos privados, el aumento de los precios de aquél, y la venta de insumos a los campesinos (2007-); el transporte privado de pasajeros y de carga (2008-2009); el pluriempleo, el pago por resultados, la eliminación del tope salarial y la legalización de pagos extra en pesos convertibles (CUC) o divisas en empresas mixtas (2008-);[4] la reforma de las pensiones de seguridad social (2008), y la compra de computadoras y celulares, así como la apertura de salas de Internet (2012-). 

			 c)	Reformas estructurales. Éstas son las más significativas y usualmente posteriores a los dos tipos anteriores, casi todas son innovadoras porque no tienen precedente o han avanzado de manera considerable sobre reformas previas. Se trata de las siguientes: 

			-	Distribución en usufructo de tierra estatal ociosa (2008 y 2012).

			-	Reducción de “gratuidades”, servicios sociales y el racionamiento (2008-).

			-	Despido de empleados estatales innecesarios y expansión del empleo no estatal (2010-).

			-	Microcrédito y cuentas bancarias para el sector no estatal (2011).

			-	“Actualización del modelo económico” (2011-).

			-	Compraventa de viviendas (2011).

			-	Compraventa de automóviles (2011).

			-	Cooperativas de producción no agrícola y de servicios (2011-2012).

			-	Otorgamiento de mayor autonomía a las cooperativas de producción agrícola (2012).

			-	Flexibilización migratoria (2012).

			-	Reforma tributaria (2012).

			-	Mercados al por mayor (2013-).

			-	Reducción en el monopolio estatal del acopio (2013-).

			-	Nueva ley de inversión extranjera (2014).

			Más adelante se describen las reformas estructurales más importantes y se evalúan sus efectos  micro y macro.

			Reformas estructurales pendientes 

			Varias reformas estructurales claves todavía no se implementan. Marino Murillo (2013), a cargo de la comisión de puesta en operación de las reformas anunció, en julio de 2013, una etapa más compleja y profunda que comenzaría a fines de 2013 (lo cual no ocurrió), y se incluiría en el plan de 2014:

			-	La desregulación de las empresas estatales clave (níquel, petróleo, manufactura): las empresas podrán guardar 50% de sus ganancias para reinversión y aumentos salariales, mientras que aquéllas con pérdidas sostenidas serán cerradas o fusionadas.

			-	Inversión extranjera como un “suplemento” de la inversión estatal. Esa misma clase de inversión deberá contribuir con tecnología, financiamiento, mercados y empleo (la ley correspondiente se aprobó en abril de 2014).

			-	El fin de la dualidad monetaria —una de las reformas más difíciles—. De acuerdo con Murillo, una aplicación puramente técnica de la unificación de la doble moneda tendría efectos nocivos en los precios, por lo que el gobierno “no aplicará una terapia de choque debido a sus efectos sociales.” Una resolución promulgada en 2014  anuncia una “hora cero” para el inicio de la unificación, pero no dice cuándo. 

			Otras reformas estructurales que no han sido anunciadas oficialmente son:

			-	La unificación de la tasa de cambio y su fijación a una tasa realista. Varios economistas cubanos juzgan que el actual CUC está muy sobrevaluado.

			-	La reforma integral de precios; los Acuerdos del VI Congreso del PCC en 2011 brevemente mencionaron esta reforma, pero no se ha dicho nada más.

			-	La reforma bancaria que permitiría un rol mayor a los bancos extranjeros.

			Análisis de las reformas estructurales: avances y obstáculos

			En esta sección se identifican los avances de las principales reformas estructurales respecto de la situación previa (o entre reformas sucesivas, por ejemplo, en el usufructo), así como los principales obstáculos que enfrentan. Se examina su importancia y si se orientan al mercado. También se compara su progreso en relación con el de las sino-vietnamitas.

			Distribución en usufructo de la tierra estatal ociosa 

			Desde 2008 el gobierno ha distribuido pequeñas parcelas de tierras estatales ociosas a individuos y entidades (cooperativas y entidades estatales). El gobierno conserva la propiedad de la tierra, pero concede a los usufructuarios el derecho para que la cultiven y se apropien de sus frutos.[5] Dos decretos leyes de 2008 y 2012, el segundo más flexible que el primero, han regulado tal usufructo. Al comienzo de la revolución, unos doscientos mil campesinos recibieron pequeñas parcelas en propiedad, pero estos fueron disminuyendo por muerte o porque el gobierno les compraba la tierra. Aunque el usufructo no otorga la propiedad de la tierra y lo aquejan serias limitantes, es un paso modesto hacia el mercado. Si se liberalizase más, aumentaría la producción agrícola y se reducirían las costosas importaciones de alimentos que, en 2013, rondaban los dos  mil millones de dólares. 

			La ley de usufructo de 2012 introdujo varias mejoras sobre la de 2008. El tamaño de la parcela aumentó de trece a 67 hectáreas. La duración de diez años del contrato se mantuvo para las personas, pero se incrementó para las cooperativas y entidades estatales (de 20 a 25 años). Si bien esto revela una clara preferencia del Estado por las últimas, la inmensa mayoría de la tierra distribuida ha sido a personas. En cuanto a la inversión, ahora se permite construir viviendas y establos, plantar bosques y huertas, lo cual estaba antes prohibido. Si el gobierno no renueva el contrato después de diez años, debe evaluar la inversión en bienhechurías y reembolsar al usufructuario. Los familiares del usufructuario que trabajan en la parcela pueden heredar usufructo e inversión. Se concede un microcrédito a los usufructuarios y se les permite abrir cuentas bancarias. Una reforma al acopio en 2013 redujo el monopolio estatal en tres provincias, lo que permitió la competencia y la venta de varios productos agrícolas a precios de mercado.

			A pesar de sus avances, la ley de 2012 es aún muy restrictiva. Si el usufructuario incumple sus obligaciones (incluyendo el acopio), o si existe necesidad de utilidad pública o social, el contrato se termina o no se renueva; esto crea incertidumbre. El usufructuario debe vincularse a una cooperativa (a las UBPC o a las CPA,[6] las dos más controladas por el Estado), o granja estatal, a fin de obtener insumos, servicios y comercializar sus productos. Es una contradicción que las reformas hayan introducido el usufructo como una vía para mejorar la producción agrícola, y que se obligue a la vinculación a las ineficientes UBPC, CPA y granjas estatales, en vez de fomentar cooperativas voluntarias entre los usufructuarios.[7] El marabú cubre la mitad de la tierra otorgada en usufructo y ha de ser erradicado para comenzar a producir, pero está vedado usar crédito estatal para ese fin, lo cual es ilógico. Alrededor de 77% de los usufructuarios carece de experiencia en la agricultura; la ley de 2012 estipula que el gobierno ofrece entrenamiento, pero no ha informado en qué medida lo ha aplicado. El gobierno fija el precio del acopio por debajo del precio de mercado, lo cual opera como un impuesto e incentivo para “desviar” la venta de parte de la cosecha al gobierno. Hay fuertes restricciones para contratar trabajadores no familiares y la dimensión de la inversión se limita al 1% del tamaño máximo de la parcela, desincentivos que oficialmente se justifican para evitar la concentración de la riqueza. Por su parte, los microcréditos estatales son muy insuficientes, y las normas para solicitar usufructo, firmar el contrato y extenderlo, y aprobar una inversión, son muy complejas y tortuosas, lo cual es otro impedimento. A pesar de la reducción del acopio arriba notada, la mayoría de los productos agrícolas están excluidos, al menos para el período 2013-2014.

			El usufructo cubano es mucho más modesto que lo logrado por las reformas agrícolas china y vietnamita, lo que se debe a que en éstas los contratos son por tiempo indefinido (en lugar de los diez años prorrogables sometidos a condiciones onerosas de Cuba), y los granjeros deciden qué sembrar, a quién vender, y fijan el precio de acuerdo con la oferta y la demanda (no hay acopio ni precios fijados por el gobierno). A pesar de estas diferencias, dentro del contexto histórico del socialismo cubano, el usufructo es un movimiento hacia el mercado, aunque muy limitado.

			Despido de empleados estatales innecesarios y expansión del sector no estatal

			Según cifras oficiales, en 2010 había entre 1.3 y 1.8 millones de empleados estatales excedentes o innecesarios (“plantillas infladas”), es decir, entre 26 y 36% de la fuerza laboral ocupada. En trabajos previos, he demostrado que la bajísima tasa de desempleo visible o abierto (1.6% en 2008, equivalente a pleno empleo; una de las más bajas del mundo) se había logrado mediante el desempleo “oculto”, o sea, con subutilización de mano de obra, subempleo o contratación de empleo estatal innecesario, lo cual provocaba una reducción de la productividad laboral y del salario. El enorme costo de esta política obligó a que en 2011 se reconociera el problema y la necesidad de despedir el excedente laboral. Pero, a fin de posibilitar los despidos, fue esencial expandir el sector “no estatal” que comprende el usufructo, el empleo por cuenta propia, y a los miembros de cooperativas de producción no agrícola y de servicios.

			Bajo la revolución no hay antecedente de estos despidos; además, aunque el cuentapropismo ha existido desde la década de los setenta, nunca había alcanzado la magnitud actual, ni tampoco se habían permitido cooperativas no agrícolas y de servicios. Respecto a la propiedad, los cuentapropistas son dueños de su negocio si bien, como en el usufructo, el Estado mantiene la propiedad del inmueble rentado a los miembros de las nuevas cooperativas, las cuales manejan el negocio y se quedan con sus ganancias. Es otro movimiento hacia el mercado. 

			Hay progresos en la expansión del sector no estatal. Las ocupaciones por cuenta propia se han duplicado y se han autorizado unas 250 cooperativas de producción no agrícola y de servicios. Las cooperativas pagan una renta mensual al Estado, compran los insumos necesarios y fijan los precios de sus productos o servicios (esto último también lo aplican los cuentapropistas). Con el propósito de ganar más, los cooperativistas reciben un incentivo para mejorar el local y los servicios ofertados. Cuentapropistas y cooperativistas han sido autorizados a vender, comprar y arrendar a entidades estatales incluyendo las turísticas, contratar empleados asalariados sin límite (además de los familiares), abrir cuentas bancarias, recibir microcréditos, y comprar insumos en los incipientes mercados al por mayor creados en tres provincias a mediados de 2013.

			No obstante, existen obstáculos y desincentivos importantes. Las ocupaciones son muy específicas y no cualificadas (payasos, carretilleros, aguadores, cuidadores de baños); y apenas hay unas pocas cualificadas (traductores y agentes inmobiliarios y de seguros). No se permite a los graduados universitarios ejercer por cuenta propia; así, un arquitecto puede trabajar como taxista, pero no ejercer su profesión en el sector privado (aunque se reporta que lo hacen ilegalmente). La regulación y control estatales son excesivos: para que las cooperativas sean  aprobadas deben pasar por cuatro instancias y la decisión final la toma el Consejo de Ministros; los inspectores agobian a los cuentapropistas e imponen multas; recientes directivas fijan normas detalladas de control de calidad. Las licencias e impuestos son también excesivos; el fijado a la contratación laboral paga una tasa que se incrementa con el número de empleados contratado. Se penaliza así a los que crean más empleo privado y conspira contra la meta del gobierno de despedir a los trabajadores innecesarios mediante la creación de empleo no estatal (lo que oficialmente se justifica señalando que de este modo se evita la concentración de la riqueza). El microcrédito y los insumos son insuficientes, y los mercados al por mayor viven una etapa experimental. La incertidumbre debida a la historia previa de altas y bajas en el cuentapropismo se agrava con disposiciones recientes, como la cancelación de los vendedores que tenían puestos en los portales de La Habana, la fijación de altos impuestos a la venta de productos importados y su posterior prohibición, y la clausura de locales de cine y de juegos electrónicos. En enero de 2014 se promulgó una ley que establece las sanciones a las violaciones cometidas por los cuentapropistas, lo que incluye multas, decomiso y clausura del negocio. Por último, la burocracia es un fuerte obstaculizador, no sólo por razones ideológicas, sino, en buena medida, por conflicto de interés; así, al administrador de un restaurante estatal que ofrece mala comida y peor servicio no le conviene que un paladar cercano brinde excelente comida y servicio eficiente.

			Es indudable que en esta área las reformas sino-vietnamitas han avanzado mucho más que las cubanas, pues el empleo en el sector privado va más allá del cuentapropismo y cooperativas, se contrata numerosa mano de obra asalariada, mientras que los profesionales pueden trabajar por cuenta propia o para el sector privado.

			Reducción de gratuidades, servicios sociales y racionamiento

			El costo creciente de los servicios sociales (educación, salud, pensiones, vivienda, asistencia social) alcanzó su cénit en 2007-2008 con 55% del presupuesto y 37% del PIB, las mayores proporciones en la región. La educación y la salud son universales y gratuitas, los trabajadores no pagaban contribución para las pensiones (las mujeres se retiraban con 55 años, y los hombres, con 60; entre las edades más bajas en la región), y la gran mayoría de la población es dueña de su vivienda. Había otras “gratuidades” como la venta de artículos racionados a un precio inferior a su costo y las cafeterías en los centros de trabajo con precios subsidiados. A partir de 2003, bajo la “Batalla de Ideas” lanzada por Fidel, se crearon tres mil campos universitarios municipales gratuitos que subieron el porcentaje de la población con educación superior, además se aumentó de manera colosal la matrícula en carreras de humanidades a la par que descendió la matrícula en ciencias naturales y matemáticas, ambas esenciales para el desarrollo. Fidel también creó programas ineficaces como los trabajadores sociales que se usaron para controlar el fraude en el expendio de gasolina. A pesar de su alto costo, estos servicios descendían en calidad: la pensión promedio real cayó a la mitad desde 1989; debido a la aguda escasez de maestros (por el bajo salario) hubo que crear “maestros emergentes” entrenados en pocos meses con lo que el nivel de los estudiantes entrantes en las universidades empeoraba; la planta física, el equipo y la atención de la salud también se deterioraban. La situación se agrava porque Cuba tiene la segunda población más envejecida del continente, un proceso que crece con rapidez y eleva notablemente el costo de la salud y de las pensiones. Obvio que todo esto en el mediano y largo plazo era inviable en términos financieros. Raúl Castro, reconociendo estos problemas, afirmó que los servicios sociales serían supeditados a los recursos fiscales y el crecimiento económico, por lo que creó un programa para reducirlos y eliminar el racionamiento. Nunca antes en la fase de revolución se habían recortado los servicios sociales y las gratuidades, ni siquiera durante la gravísima crisis de los noventa, así que estas reformas no tienen paragón.
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